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QUINTA  SALA  DEL  TRIBUNAL  SUPERIOR  DE  JUSTICIA  DEL  ESTADO.  Cancún,
Quintana Roo, a dieciséis de junio del año dos mil veinticinco. 

VISTO: Para resolver el  Toca Civil  21/2025 cuyos datos se citan al rubro,  formado con
motivo del recurso de apelación interpuesto por el ciudadano ****** **** *******, en contra del
auto de fecha veintiocho de noviembre de dos mil cuatro, dictado por el Juez Segundo Civil
de  Primera  Instancia  del  Distrito  Judicial  de  Cancún,  Quintana  Roo,  en  el  expediente
********, relativo al juicio ordinario civil, promovido por la ciudadana **** ***** ******, en contra
del ciudadano ****** **** *******, y:

R E S U L T A N D O:

1. Que la determinación impugnada es del tenor literal siguiente:

“…  Por  presentado  el  Ciudadano  ******  ****  *******,  en  su  carácter  de  parte
demandada,  con  su  escrito  de  cuenta,  haciendo  las  manifestaciones  vertidas  el
cuerpo del mismo. Visto lo anterior, SE ACUERDA: Agréguese a los autos para que
obre como legalmente corresponda, se tiene a la parte demandada, promoviendo el
Incidente de tachas de Testigos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos
70 setenta,  367 trescientos sesenta y  siete  y  422 del  Código de Procedimientos
Civiles del Estado, dígase al ocursante que no ha lugar a admitir el INCIDENTE DE
TACHAS que hace valer, en virtud de que el segundo numeral invocado establece
que: “En el acto de examen de un testigo o dentro de los tres días siguientes, pueden
las partes atacar el dicho de aquel por cualquiera circunstancia que en su concepto
afecte su credibilidad, cuando esa circunstancia  no haya sido expresada en sus
declaraciones…”; de lo que se concluye, que el incidente de tachas, consiste en la
omisión en que incurren los testigos de manifestarle a la Autoridad circunstancias
que afecten la credibilidad en sus testimonios, lo que no acontece en la especie, en
virtud de que el promovente pretende tachar a los Testigos *** * ****** * ******* *******
***** *** argumentando ambos que tienen estrecha amistad con la parte actora; ahora
bien del análisis realizado a las declaraciones de los atestes, se advierte que estas
hicieron del conocimiento a esta autoridad de tales circunstancias al momento de
emitir su declaración, por lo que no cae en el supuesto previsto en el citado numeral
367  trescientos  sesenta  y  siete  del  Código  Adjetivo  en  la  materia;
independientemente de lo anterior, los argumentos que refieren al valor y veracidad
del testimonio rendido,  es atribución de esta  Autoridad proceder a su estudio de
manera oficiosa al momento de dictar la correspondiente Sentencia Definitiva, tal y
como  lo  previene  el  ordinal  416  cuatrocientos  dieciséis  del  Código  Procesal  en
consulta. NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE …”   

2.-  Inconforme  con  la  resolución  anterior,  la  parte  demandada interpuso  el  recurso  de
apelación, el cual substanciado que fue, se dejó en estado de dictar sentencia la que el día
de hoy se pronuncia atendiendo a los siguientes:

C O N S I D E R A N D O S:

PRIMERO. - COMPETENCIA.

Esta Sala del Tribunal Superior de Justicia del Estado con sede en la ciudad de Cancún,
Quintana Roo, es competente para conocer y resolver el presente asunto, de conformidad
con  los  artículos  98  y  99  de  la  Constitución  política  del  Estado  Libre  y  Soberano  de
Quintana Roo; 2 y 11 de la Ley Orgánica del poder Judicial del Estado de Quintana Roo, y
el acuerdo TSJQROO/08/2023 del H. Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado,
aprobado en la Sesión Ordinaria celebrada el veintidós de agosto el año dos mil veintitrés,
mediante el cual se abrogan diversos acuerdos de dicho órgano y se reorganizan las Salas
del tribunal Superior de Justicia el Estado de Quintana Roo, por virtud del cual se adscriben
y readscriben a las Magistradas y magistrados del Tribunal Superior de Justicia el Estado a
las Salas Unitarias del Tribunal Suprior de Justicia del Estado; publicado en el Periódico
Oficial del Gobierno del Estado el día veintidós de agosto de ese mismo año.
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SEGUNDO. - EXPRESION DE AGRAVIOS.

La parte recurrente, dentro del término de ley expresó como agravios los que se contienen
en sus escritos respectivos,  los que no se transcriben literalmente y  serán tomados en
consideración con posterioridad en el cuerpo de la presente resolución, sin que ello depare
perjuicio alguno a los apelantes en los términos de la Tesis Jurisprudencial, bajo el rubro: 

"AGRAVIOS.  LA  FALTA  DE  TRANSCRIPCIÓN  DE  LOS  MISMOS  EN  LA
SENTENCIA, NO CONSTITUYE VIOLACIÓN DE GARANTÍAS. El hecho de que la
sala  responsable  no  haya  transcrito  los  agravios  que  el  quejoso  hizo  valer  en
apelación, ello no implica en manera alguna que tal circunstancia sea violatoria de
garantías, ya que no existe disposición alguna en el Código de Procedimientos Civiles
para el Distrito Federal  que obligue a la sala a transcribir  o sintetizar los agravios
expuestos por la parte apelante, y el  artículo 81 de éste solamente exige que las
sentencias sean claras, precisas y congruentes con las demandas, contestaciones, y
con las  demás pretensiones  deducidas  en el  juicio,  condenando o absolviendo al
demandado, así como decidiendo todos los puntos litigiosos sujetos a debate.”1

Ahora bien, la parte recurrente hizo valer esencialmente como agravio lo siguiente: 

PRIMERO.-  Que le causa agravio que el A Quo no haya admitido el incidente de tachas,
respecto las declaraciones rendidas por los ciudadanos *** * ****** * ******* ******* ***** ***
en la audiencia recurrida, denegando el acceso a la justicia violando los artículos 1, 14, 16,
y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y la inexacta aplicación
de los artículos 280, 287, 293, y 367 del Código de Procedimientos Civiles del  Estado;
respecto los cuales se desprende que para conocer la verdad, sobre los puntos de la litis, el
órgano jurisdiccional  se puede hacer  valer  de cualquier  persona sea parte  o tercero,  y
respecto  el  examen  de  testigos,  que  pueden  las  partes  atacar  el  dicho  por  cualquier
circunstancia que en su concepto afecte la credibilidad, cuando esa circunstancia no haya
sido expresada en sus declaraciones.

Que el juez de primera instancia, desecho el incidente de tachas, bajo el argumento de que
el incidente consiste en la omisión en que incurren los testigos de manifestar a la autoridad
circunstancias que afecten a la credibilidad de sus testimonios, circunstancia que sostiene
no acontece en el caso particular, pues se promovió el incidente bajo el sustento que ambos
atestes tienen estrecha amistad con el oferente de la prueba.

Que contrario a lo que señala la autoridad, el incidente de tachas puede ser promovido por
las  partes  atacando el  dicho  de  los  testigos,  por  cualquier  circunstancia  que  afecte  su
credibilidad, y el A quo pasó por alto que el incidente no solamente contiene el elemento de
credibilidad, sino por otros motivos, como lo son que al deponente ******* ******* ***** *** se
le  respondió  que  no  conoce  al  sr  ******  ****  *******,  por  lo  que  es  ilógico  que  pudiera
responder a diversas preguntas que se le hicieron, a las que únicamente respondió que “si”,
sin precisar fechas, ni circunstancias de moto tiempo y lugar.

Que es de explorado derecho que el incidente de tachas está vinculado con aspectos que
concurran en la declaración del testigo con relación a las partes y que pueden afectar su
credibilidad, con la finalidad de probar  la falta de idoneidad de los testigos, lo que debe
ponerse en conocimiento del juzgador para que en el momento procesal oportuno pueda
concederse valor  al  testimonio  o  desestimarlo;  y  existiendo este  tipo de circunstancias,
pueden  ser  atacadas  por  la  contraria  en  términos  del  artículo  367  del  Código  de
Procedimientos Civiles del Estado, y no debió desecharse el incidente bajo el argumento
sostenido por la responsable, por existir otras circunstancias que afecten su credibilidad.

SEGUNDO.- La falta de fundamentación y motivación, de la resolución impugnada, violando
los artículos 74 y 75 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, en relación con los
artículos 14 y 16 Constitucional, ya que el juzgador se limitó a señalar que los testigos no
caen en el supuesto del artículo 367 de la Ley Adjetiva de la Materia,  por haber hecho del
conocimiento del Juez la estrecha relación de amistad que tienen con la parte actora y se
abstuvo a señalar los motivo y causas reales por las cuales no admitía a trámite el incidente
de tachas, sin haber existido causa apegada a alguna norma jurídica, lo que alega lo deja
en estado de indefensión.

TERCERO. – PRONUNCIAMIENTO.

En  primer  término,  el  artículo  367  del  Código  de  Procedimientos  Civiles  del  Estado,
establece  que  las  partes  pueden  atacar  el  dicho  de  los  testigos,  cuando  por  cualquier
circunstancia consideren se afecta su credibilidad, mediante la petición de tachas, misma

1
 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro digital:  214290,  Instancia:  Tribunales  Colegiados de Circuito,  Octava Época, Materia(s):  Civil,  Fuente:

Semanario Judicial de la Federación, Tomo XII, Noviembre de 1993, página 288, Tipo: Aislada.
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que  ha  de  tramitarse  durante  el  acto  del  examen  de  testigo  o  dentro  de  los  tres  días
siguientes de forma incidental, cuya resolución se hará en sentencia definitiva. 

En el  caso particular,  la recurrente se duele  en esencia de denegación de justicia y un
debido proceso, pues la A Quo no admitió a trámite el incidente, y no tomar en cuenta que
en  la  tacha  de  testigos  no  solamente  versa  sobre  las  circunstancias  que  afectan  su
credibilidad  que  no  son  reveladas  al  Juzgador,  sino  también  el  contenido  de  sus
declaraciones, por lo que puede tramitarse en la vía incidental sin mas limitante que las que
la  propia  Ley  señala,  por  lo  que  también  se  duele  de  una  falta  de  fundamentación  y
motivación, pues se limitó únicamente en señalar que no se actualizaba el supuesto previsto
en el artículo 367 de la Ley Adjetiva Civil2.

Dichos agravios son fundados, pues al señalar el artículo 367 citado, que la tacha de testigos
debe tramitarse en forma incidental,  la  responsable al  resolver  sobre su admisión debió
sujetarse a las disposiciones que el propio Código de Procedimientos Civiles establece en
materia de incidentes, por lo que era preciso que se  limitara a verificar si se cumplen los
requisitos establecidos en los artículos 421 y 422 del Código de Procedimientos Civiles del
Estado3,  para  admitirlo  o  en  su  caso  desecharlo,  de  no  satisfacerse  algunos  de  los
elementos que previenen esos mismos numerales,  ya que hacerlo  de otro  modo  modo,
implicaría vulnerar a la recurrente, haciendo nugatorio su derecho de acceso a la impartición
de justicia previsto en el Artículo 17 Constitucional, al prejuzgar sobre la procedencia o no
del  propio incidente,  en lugar  de darle trámite respetando el  derecho de la recurrente  a
promoverlo.

En ese sentido, al tratarse de un asunto cuyo trámite es la vía incidental, para determinar si
debe admitirse o no, se debe que tomar en cuenta si el objeto del incidente tiene relación
con la sustancia del juicio, en este caso, con el desahogo de una testimonial del cual la
parte apelante alega circunstancias que alegan la idoneidad de los atestes; que se haya
tramitado dentro del plazo establecido en el Código Adjetivo (tres días hábiles), y que se
satisfagan los requisitos formales que la  propia norma establece para el  trámite de los
incidentes, asertos que fueron satisfechos por la parte enjuiciada.

Por tal motivo, es indebido que el Juez de Primera Instancia desechara el incidente de
tacha de testigos, bajo los argumentos que esgrimió en el auto apelado, puesto que para su
trámite bastaba con que la apelante se ajustara a los presupuestos que la propia norma
establece,  ya  que  se  trata  de  facultades  propias  de  las  partes  para  hacer  visibles
circunstancias  que  afecten  la  credibilidad  del  testigo,  sea  por  su  calidad  o  por  sus
declaraciones,  sin  perjuicio  de  que  esas  circunstancias  deban  ser  apreciados  por  el
juzgador, al momento de conceder o restar eficacia probatoria al dictar sentencia definitiva.

Estos razonamientos tienen sustento en los siguientes criterios jurisprudenciales y aislados.

“ACCESO  A  LA  IMPARTICIÓN  DE  JUSTICIA.  EL  ARTÍCULO  17  DE  LA
CONSTITUCIÓN  POLÍTICA  DE  LOS  ESTADOS  UNIDOS  MEXICANOS
ESTABLECE  DIVERSOS  PRINCIPIOS  QUE  INTEGRAN  LA  GARANTÍA
INDIVIDUAL  RELATIVA,  A  CUYA  OBSERVANCIA  ESTÁN  OBLIGADAS  LAS
AUTORIDADES  QUE  REALIZAN  ACTOS  MATERIALMENTE
JURISDICCIONALES. La garantía individual de acceso a la impartición de justicia
consagra a favor de los gobernados los siguientes principios: 1. De justicia pronta,
que se traduce en la obligación de las autoridades encargadas de su impartición de
resolver las controversias ante ellas planteadas, dentro de los términos y plazos que
para tal efecto establezcan las leyes; 2. De justicia completa, consistente en que la
autoridad que conoce del asunto emita pronunciamiento respecto de todos y cada
uno de los aspectos debatidos cuyo estudio sea necesario, y garantice al gobernado
la obtención de una resolución en la que, mediante la aplicación de la ley al caso
concreto, se resuelva si le asiste o no la razón sobre los derechos que le garanticen
la tutela jurisdiccional que ha solicitado; 3. De justicia imparcial, que significa que el
juzgador  emita  una resolución  apegada a derecho,  y  sin  favoritismo respecto de
alguna de las partes o arbitrariedad en su sentido;  y,  4.  De justicia gratuita,  que
estriba en que los órganos del Estado encargados de su impartición, así como los
servidores públicos a quienes se les encomienda dicha función, no cobrarán a las
partes en conflicto  emolumento alguno por  la  prestación de ese servicio  público.

2
 “...Artículo 367.-  En el  acto del  examen de un testigo o dentro  de los tres días siguientes,  pueden las partes  atacar  el  dicho de aquél  por  cualquiera

circunstancia que en su concepto afecte su credibilidad, cuando esa circunstancia no haya sido expresada en sus declaraciones. La  de la petición de tachas se

substanciará incidentalmente y su resolución se reservará para definitiva, debiendo suspenderse mientras tanto el pronunciamiento de ésta…”
3
 “…Artículo 421.- Los incidentes que no tengan señalada una tramitación especial, se sujetarán a la establecida en este capítulo. También se substanciará en

esta forma cualquiera intervención judicial que no amerite la tramitación de un juicio. 

Artículo 422.- Con la promoción inicial, que deberá venir acompañada de copia simple, se mandará correr traslado a la parte contraria para que formule su

contestación dentro de tres días, resolviendo el juez en igual término. Si se promueve prueba, deberá ofrecerse en los escritos respectivos, fijando los puntos

sobre los que verse, y se citará para audiencia indiferible dentro del término de ocho días, en que se reciba, se oigan brevemente las alegaciones y se cite para

sentencia interlocutoria…”
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Ahora bien, si la citada garantía constitucional está encaminada a asegurar que las
autoridades encargadas de aplicarla lo hagan de manera pronta, completa, gratuita e
imparcial, es claro que las autoridades que se encuentran obligadas a la observancia
de la totalidad de los derechos que la integran son todas aquellas que realizan actos
materialmente jurisdiccionales, es decir, las que en su ámbito de competencia tienen
la atribución necesaria para dirimir un conflicto suscitado entre diversos sujetos de
derecho,  independientemente de que se trate  de órganos judiciales,  o  bien,  sólo
materialmente jurisdiccionales.” 4

“ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. LAS GARANTÍAS Y MECANISMOS
CONTENIDOS EN LOS ARTÍCULOS 8, NUMERAL 1 Y 25 DE LA CONVENCIÓN
AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS, TENDENTES A HACER EFECTIVA
SU PROTECCIÓN, SUBYACEN EN EL DERECHO FUNDAMENTAL PREVISTO EN
EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS. El artículo  17 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos,  interpretado  de  manera  sistemática  con  el  artículo  1o.  de  la  Ley
Fundamental, en su texto reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial
de la Federación el diez de junio de dos mil once, en vigor al día siguiente, establece
el derecho fundamental de acceso a la impartición de justicia, que se integra a su vez
por  los  principios  de  justicia  pronta,  completa,  imparcial  y  gratuita,  como  lo  ha
sostenido jurisprudencialmente la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 192/2007 de su índice, de rubro: "ACCESO A LA
IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ESTABLECE DIVERSOS PRINCIPIOS
QUE  INTEGRAN  LA  GARANTÍA  INDIVIDUAL  RELATIVA,  A  CUYA
OBSERVANCIA  ESTÁN  OBLIGADAS  LAS  AUTORIDADES  QUE  REALIZAN
ACTOS  MATERIALMENTE  JURISDICCIONALES.".  Sin  embargo,  dicho  derecho
fundamental  previsto  como  el  género  de  acceso  a  la  impartición  de  justicia,  se
encuentra  detallado  a  su  vez  por  diversas  especies  de  garantías  o  mecanismos
tendentes a hacer efectiva su protección, cuya fuente se encuentra en el derecho
internacional,  y que consisten en las garantías judiciales y de protección efectiva
previstas respectivamente en los artículos  8, numeral  1 y 25 de la Convención
Americana sobre  Derechos Humanos,  adoptada  en  la  ciudad  de  San José  de
Costa Rica el  veintidós de noviembre de mil  novecientos sesenta y  nueve,  cuyo
decreto promulgatorio se publicó el siete de mayo de mil novecientos ochenta y uno
en el  Diario Oficial  de la Federación.  Las garantías mencionadas subyacen en el
derecho fundamental de acceso a la justicia previsto en el artículo 17 constitucional, y
detallan  sus  alcances  en  cuanto  establecen  lo  siguiente:  1.  El  derecho  de  toda
persona a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un
Juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad
por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella o
para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o
de cualquier otro carácter; 2. La existencia de un recurso judicial efectivo contra actos
que  violen  derechos  fundamentales;  3.  El  requisito  de  que  sea  la  autoridad
competente prevista por el respectivo sistema legal quien decida sobre los derechos
de toda persona que lo interponga; 4. El desarrollo de las posibilidades de recurso
judicial; y, 5. El cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en
que se haya estimado procedente el recurso. Por tanto, atento al nuevo paradigma
del  orden  jurídico  nacional  surgido  a  virtud  de  las  reformas  que  en  materia  de
derechos humanos se realizaron a la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el diez de junio de dos mil
once, en vigor al día siguiente, se estima que el artículo 17 constitucional establece
como género el derecho fundamental de acceso a la justicia con los principios que se
derivan  de  ese  propio  precepto  (justicia  pronta,  completa,  imparcial  y  gratuita),
mientras que los artículos 8,  numeral  1 y 25 de la  Convención Americana sobre
Derechos Humanos prevén garantías o mecanismos que como especies de aquél
subyacen en el  precepto constitucional  citado,  de tal  manera que no constituyen
cuestiones distintas o accesorias a esa prerrogativa fundamental, sino que tienden
más  bien  a  especificar  y  a  hacer  efectivo  el  derecho  mencionado,  debiendo
interpretarse la totalidad de dichos preceptos de modo sistemático, a fin de hacer
valer  para  los  gobernados,  atento  al  principio  pro  homine  o  pro  personae,  la
interpretación más favorable que les permita el más amplio acceso a la impartición de
justicia.”5

“PRUEBA  TESTIMONIAL.  LA  IDONEIDAD  DE  LAS  PERSONAS  QUE  LA
DESAHOGAN PUEDE SER VALORADA AL PRONUNCIARSE LA SENTENCIA,
CON  INDEPENDENCIA  DE  SI  SE  PROMOVIÓ  O  NO  LA  TACHA  DEL

4
 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro digital: 171257, Instancia: Segunda Sala, Novena Época, Materia(s): Constitucional, Tesis: 2a./J. 192/2007,

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, Octubre de 2007, página 209, Tipo: Jurisprudencia.
5
 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro digital: 2001213, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Décima Época, Materia(s): Constitucional,

Común,  Tesis:  VI.1o.A.  J/2  (10a.),  Fuente:  Semanario  Judicial  de  la  Federación  y  su Gaceta,  Libro  XI,  Agosto  de 2012,  Tomo  2,  página  1096  ,  Tipo:

Jurisprudencia.
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DECLARANTE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA). El  artículo  366 del
Código de Procedimientos Civiles del Estado contiene todos aquellos supuestos
en  los  que  el  legislador  estimó  que  los  testigos  se  encuentran  impedidos  para
declarar. Por su parte el artículo 445, fracción I, del citado ordenamiento faculta a las
partes para promover el incidente de tachas en contra del testimonio de aquel que
hubiere omitido mencionar al Juez, al momento de su comparecencia, encontrarse en
alguna de las hipótesis que impiden su deposición. Y por último, el artículo 437 de la
codificación en cita contiene las reglas para valorar este medio de convicción y, en su
fracción V, dispone como una circunstancia a considerar el hecho de que, por su
probidad, independencia de posición y antecedentes personales, pueda presumirse
la completa imparcialidad de los testigos. Por ello, de una interpretación armónica y
sistemática de los citados preceptos legales, se obtiene que la idoneidad o no de los
testigos  puede ser  analizada  cuando se  haga la  estimación  o  valoración  de  sus
declaraciones, esto es, en la sentencia y, por lo mismo, no requiere forzosamente la
promoción o impugnación por medio del incidente de tachas para que el juzgador
esté obligado a conceder o restar eficacia probatoria a este medio de convicción;
además, no existe disposición legal que obligue al interesado a agotar el incidente
señalado a fin de que no precluya su derecho a inconformarse y tampoco alguna otra
que  restrinja  las  atribuciones  del  Juez  para  advertir  la  idoneidad  y  probidad  del
testigo con independencia de si se promovió o no la tacha del deponente.”6

En estas  condiciones,  debe  decirse  que  son  fundados los  agravios  expresados  por  la
recurrente, y no habiendo más agravios que analizar, esta autoridad determina REVOCAR el
acuerdo impugnado, el auto en esta vía impugnado para quedar en los términos siguientes:

“…Por  presentado  el  Ciudadano  ******  ****  *******,  en  su  carácter  de  parte
demandada,  con  su  escrito  de  cuenta,  haciendo  las  manifestaciones  vertidas  el
cuerpo del mismo. Visto lo anterior, SE ACUERDA: Agréguese a los autos para que
obre como legalmente corresponda, se tiene a la parte demandada, promoviendo el
Incidente de tachas de Testigos, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 422
cuatrocientos  veintidós  en  relación  con  el  artículo  367  trescientos  sesenta  y  siete
ambos del Código de Procedimientos Civiles del Estado, se admite el mismo, por lo
consiguiente,  dese  vista a  la  parte  actora  para  que  en  el  término  de  tres  días
manifieste lo que a su derecho convenga.- NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE…”

Por lo expuesto y fundado, es de resolverse y se:

R E S U E L V E:

PRIMERO.- Se REVOCA el auto recurrido, para quedar conforme lo expuesto en la parte final
del último considerando de la presente resolución.
SEGUNDO.- Remítase  copia  debidamente  autorizada  de  esta  resolución  al  Juzgado  de
origen, para que surta los efectos legales correspondientes y en su oportunidad archívese el
presente Toca como asunto totalmente concluido.
TERCERO.- NOTIFÍQUESE  POR LISTA ELECTRÓNICA Y  CÚMPLASE.  Así  lo  resolvió
manda y firma la Licenciada MARIANA DAVILA GOERNER, Magistrada Numeraria Titular de
la  Quinta  Sala,  ante  la  Secretaria  de  Acuerdos  de  la  Sala,  Licenciada  MARTHA
GUADALUPE CERVERA LÓPEZ, quien autoriza y da fe.- DOY FE.

Todos  los  textos  eliminados  en  esta  versión  pública  corresponden  a
información confidencial en su vertiente de datos personales y/o sensibles
(nombres de las partes, estado civil, lugar de nacimiento, domicilio, edades y

6
 Suprema Corte  de Justicia de la Nación,  Registro digital:  182331,  Instancia:  Tribunales  Colegiados  de Circuito,  Novena Época, Materia(s):  Civil,  Tesis:

VI.2o.C.365 C, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIX, Enero de 2004, página 1596, Tipo: Aislada.
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datos  de  localización  de  los  inmuebles  entre  otros).  En  términos  de  lo
previsto en los artículos 126, 127, 129 y 137 de la Ley de Transparencia y
Acceso a la Información Pública para el Estado de Quintana Roo y 116 la
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.
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